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Sobre: ADMINISTRACION LOCAL 
De D/Dª: 
Abogado: 
Procurador D./Dª: VICTOR ENRIQUE MARDOMINGO HERRERO 
Contra  D./Dª    AYUNTAMIENTO  DE  SIERO  PATRONATO  DEPORTIVO  MUNICIPAL  DE  SIERO,  

Abogado: B

Procurador D./Dª 

 
 

SENTENCIA 
 
 

En Oviedo, a veintinueve de mayo de dos mil veintiséis. 
 
 
Vistos por mí, María Asunción Velasco Rodríguez, Magistrada-
Juez  de  la  Plaza  nº  6  de  la  Sección  de  lo  Contencioso-
administrativo del Tribunal de Instancia de Oviedo, los autos 
del PROCEDIMIENTO ORDINARIO Nº 223/2025 en la que son parte: 
        en  calidad  de  demandante, 
representado  por  el  Procurador  Sr.   
asistido por el Abogado Sr. el AYUNTAMIENTO DE 
SIERO, en calidad de demandado, representado por el Procurador 
Sr.    y  asistido  por  la  Abogada  Sra.  

 , en calidad de interesados, 
representados por el Procurador Sr.  y 
asistidos por la Abogada Sra. 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 
PRIMERO.- Con fecha 22 de octubre de 2025 tuvo entrada en esta 
Plaza  de  la  Sección  de  lo  Contencioso-administrativo,  el 



    

 

escrito inicial del recurso contencioso administrativo 
interpuesto  por  el  Procurador  Sr.  ,  en 
nombre  y  representación  de  Don  
contra la propuesta de resolución de fecha 18 de marzo de 2025 
dictada por el jefe de la Sección de licencias del 
Ayuntamiento de Siero en la que se acuerda denegar al actor la 
toma  de  razón  de  declaración  responsable  de  instalación  de 
antena  de  radioaficionado  en  
(Expediente nº 24111202Q) y contra la desestimación presunta 
del requerimiento de vía de hecho formulado al Ayuntamiento de 
Siero, en fecha 29 de septiembre de 2025. 
 
 
SEGUNDO.-  Por resolución de fecha 22 de octubre de 2025 se 
admite a trámite el procedimiento y se acuerda la reclamación 
del  expediente  administrativo.  Recibido  el  expediente  se  da 
traslado  a  la  parte  actora  para  la  interposición  de  la 
demanda. 
 
 
TERCERO.- Por el Procurador Sr.  en nombre 
y representación de Don  se presentó 
con fecha 07 de enero de 2026 escrito de demanda, en el que, 
tras formular los hechos y fundamentos de derecho que estimó 
oportunos, terminó solicitando que se dicte sentencia “por la 
que: 
 
A) Se declare la caducidad del expediente 24111202Q, así como 
la prescripción de la acción de disciplina urbanística que 
pretende la Administración demandada -Ayuntamiento de Siero- 
materializada en la aludida Propuesta de Resolución de fecha 
18 de marzo de 2025.  
 
B) Declarar igualmente la nulidad de pleno derecho de dicha 
Propuesta de Resolución de 18 de marzo de 2025, dejándola sin 
efecto.  
 
C) Declarar la existencia de una vía de hecho administrativa 
consistente  en  la  orden  de  desmontaje  de  la  antena  de 
radioaficionado de mi mandante insertada en dicha Propuesta 
de Resolución de 18 de marzo de 2025 del Ayuntamiento de 
Siero.  
 
D) Declarar nula de pleno derecho la orden de desmontaje de 
la  antena  de  radioaficionado  de  mi  mandante  insertada  en 
dicha Propuesta de Resolución de 18 de marzo de 2025.  
 
E) Reconocer el derecho de mi mandante a conservar y no tener 
que desmantelar la actual antena de radioaficionado declarada 
responsable en el expediente 24111202Q -salvo que lo fuera 
por circunstancias ajenas a lo aquí ventilado- ordenando al 



    

 

Ayuntamiento de Siero el cese inmediato de la aludida vía de 
hecho  y  de  toda  actuación  material  u  orden  de  ejecución 
relativa  a  la  retirada  de  la  antena  de  radioaficionado 
instalada por mi mandante, transformando y convirtiendo la 
medida  cautelar  del  Auto  de  29  de  octubre  de  2025  en 
definitiva.  
 
F)  Con  expresa  condena  en  costas  a  la  Administración 
demandada de conformidad con el art. 139 LJCA.” 

 
 
CUARTO.- Por resolución de fecha 07 de enero de 2026 se admite 
a trámite la demanda interpuesta y se acuerda dar traslado a 
la parte demandada para su contestación. Por el Procurador Sr. 
, en nombre y representación del Ayuntamiento de 
Siero, se presentó con fecha 06 de febrero de 2026, escrito de 
contestación a la demanda en el que, tras exponer los hechos y 
fundamentos de derecho que estimó oportunos, terminó 
solicitando que se dicte sentencia “por la que se inadmita el 
recurso frente a la propuesta de resolución de 18 de marzo de 
2025  y  se  desestime  en  cuanto  al  resto  de  peticiones, 
absolviendo al Ayuntamiento de Siero de todas las pretensiones 
deducidas en la demanda, y confirmando la misma en todas sus 
partes, con expresa condena en costas a la parte recurrente”. 
 
 
QUINTO.- Por el Procurador Sr.  en nombre y 
representación  de  

, se presentó con fecha 12 de 
marzo de 2026, escrito de contestación a la demanda en el que, 
tras exponer los hechos y fundamentos de derecho que estimó 
oportunos, terminó solicitando que se dicte sentencia “por la 
que se inadmita el recurso frente a la propuesta de resolución 
de 18 de marzo de 2025 y se desestime en cuanto al resto de 
peticiones, declarando la conformidad a derecho de la 
actuación  administrativa,  todo  ello  con  expresa  condena  en 
costas a la demandante”. 
 
 
SEXTO.- Practicadas las pruebas propuestas y admitidas, se dio 
traslado  a  las  partes  para  que  formularan  conclusiones, 
quedando el procedimiento pendiente de dictar sentencia, con 
fecha 28 de mayo de 2026. 
 
 
SÉPTIMO.- En la tramitación de este juicio se han observado 
las prescripciones legales. 



    

 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 
PRIMERO.- Constituye el objeto del presente recurso 
contencioso-administrativo,  por  un  lado,  la  propuesta  de 
resolución de fecha 18 de marzo de 2025 dictada por el jefe de 
la Sección de licencias del Ayuntamiento de Siero en la que se 
acuerda  denegar  al  actor  la  toma  de  razón  de  declaración 
responsable  de  instalación  de  antena  de  radioaficionado  en 
 (Expediente  nº  24111202Q)  y,  por 
otro, la desestimación presunta del requerimiento de vía de 
hecho  formulado  al  Ayuntamiento  de  Siero,  en  fecha  29  de 
septiembre de 2025. 
 
La  parte  actora  solicita  la  estimación  del  recurso  y  la 
declaración de nulidad de la resolución recurrida. Expone que 
con fecha 02/05/2017 presentó ante el Ayuntamiento de Siero, 
declaración responsable para la instalación de una antena de 
radioaficionado  con  la  correspondiente  documentación  lo  que 
dio  lugar  a  la  apertura  del  expediente  administrativo  nº 
24111202Q,  que  dicha  instalación  fue  montada  y  ejecutada 
legalmente en el año 2017/2018, reconociendo la Administración 
la finalización de las obras el 24/09/2018. Sostiene que esta 
instalación se ajusta a la normativa vigente -Ley 11/2022 de 
28  de  junio,  General  de  Telecomunicaciones,  TROTU  y  actual 
Ordenanza del Ayuntamiento de Siero del año 2020 que se remite 
a la legislación estatal- y que no le puede ser aplicable lo 
dispuesto en la SJCA nº 3 de 25/07/2007 (PO 355/2006). Señala 
que, a raíz de la denuncia de los vecinos de fecha 22/11/2018, 
el Ayuntamiento emite informe jurídico desfavorable de fecha 
11/02/2019  basado  en  la  sentencia  de  25/07/2007  aludida, 
frente  al  que  el  actor  presentó  alegaciones,  sin  obtener 
respuesta del Ayuntamiento, ni ningún tipo de actuación hasta 
que  se  dicta  la  propuesta  de  resolución  de  18/03/2025. 
Solicita,  por  un  lado,  la  nulidad  de  dicha  propuesta  de 
resolución  por  fundamentarse  en  lo  dispuesto  en  la  citada 
sentencia del JCA nº 3, la caducidad del expediente por el 
transcurso de más de siete años desde la presentación de la 
declaración  responsable  sin  resolución  expresa  final,  la 
prescripción de la acción que pretende ejercitar el 
Ayuntamiento por el transcurso de más de cuatro años, conforme 
al  artículo  241  del  TROTU  y,  por  otro  la  declaración  de 
existencia  de  vía  de  hecho  derivada  de  la  obligación  de 
desmontaje de la instalación al haberse dictado prescindiendo 
del procedimiento establecido. Por último alega la vulneración 
de derechos fundamentales y la infracción de los principios de 
buena administración y proporcionalidad. 
 
La Administración Local solicita, en primer lugar, la 
inadmisibilidad del recurso formulado frente a la propuesta de 
resolución de 18/03/2025 conforme al artículo 69.1.c), 
alegando que se trata de un acto que no pone fin a la vía 
administrativa, ni vincula a la Administración. Con carácter 
subsidiario  solicita  la  desestimación  del  recurso  señalando 



    

 

que los informes desfavorables a la declaración responsable se 
basan en la completa incompatibilidad con el medio rural en 
que se asienta la antena, de características similares a la 
que  tuvo  que  retirar  en  su  día  el  actor  en  ejecución  de 
sentencia. Rechaza la caducidad del expediente, señalando que 
estamos  ante  un  procedimiento  iniciado  a  solicitud  del 
interesado, por lo que la falta de resolución expresa conlleva 
la desestimación presunta de la licencia urbanística, lo que 
también  impide  apreciar  la  prescripción  alegada.  Niega  la 
existencia  de  una  actuación  constitutiva  de  vía  de  hecho, 
alegando que el Ayuntamiento no ha ejecutado ninguna orden de 
desmontaje  de  la  antena.  Y,  en  cuanto  a  la  vulneración  de 
derechos  fundamentales,  opone  que  ha  sido  precisamente  el 
respeto a dichos derechos y a la legalidad urbanística lo que 
motiva  la  comprobación  por  parte  del  Ayuntamiento  de  la 
veracidad  de  la  declaración  responsable  y  que,  aunque  la 
normativa aplicada en la sentencia del JCA nº3 de 25/07/2007 
se haya derogado, el actual artículo 20.2 del Texto Refundido 
de  la  Ley  del  Suelo  7/2015,de  30  de  octubre,  reproduce  el 
antiguo artículo 138 de la Ley del Suelo de 1992. 
 
Por la parte interesada se solicita la inadmisión del recurso 
frente a la propuesta de resolución de 18 de marzo de 2025 
alegando que no pone fin a la vía administrativa y que, de 
hecho, otorgó al actor un plazo de diez días para formular 
alegaciones como así hizo el 07/04/2025. Sostiene que ante la 
falta  de  resolución  expresa  no  provoca  la  caducidad  del 
procedimiento,  ni  la  prescripción  de  la  acción.  Niega  la 
existencia  de  vía  de  hecho  y  la  vulneración  de  derechos 
fundamentales, indicando que la Administración no ha llevado a 
cabo  ninguna  actuación  fuera  de  la  ley,  y  sostiene  que  el 
actor a sabiendas de que la sentencia de 2007 hacía mención a 
las dimensiones de la antena, ha colocado una mayor. 
 
 
SEGUNDO.-Del  conjunto  de  la  prueba  practicada  (expediente 
administrativo y documentos aportados) se desprende lo 
siguiente: 
 
a).- Con fecha 02/05/2017 Don presenta ante 
el Ayuntamiento de Siero declaración responsable de 
instalación en su domicilio de un sistema radiante de estación 
EA1XF. 
 
b).-  Con fecha 09/05/2017 el Ayuntamiento requiere al actor 
para que aporte determinada documentación: copia de 
autorización  de  radioaficionado,  copia  de  la  escritura  de 
propiedad de la finca, proyecto visado de instalación, copia 
de  póliza  de  responsabilidad  civil,  solicitud  en  modelo 
oficial y tasas según Ordenanza Fiscal. Requerimiento que es 
cumplimentado en fecha 19/05/2017.  
 
c).- El proyecto de la ingeniera técnica de Telecomunicaciones 
Sra.  fechado en septiembre de 2016 y visado por el 
Colegio  en  fecha  20/12/2026  (doc.  nº  7  del  Expediente 



    

 

administrativo) indica dentro de la EPIA (Evaluación 
preliminar  de  impacto  ambiental)  apartado  3.8.5  “Impactos 
sobre el paisaje” lo siguiente:  

 

“Para evaluar los impactos que se producirán sobre el paisaje 
hemos tenido en cuenta, por un lado, la incidencia visual 
(lugares desde los que se divisa la actuación y la claridad 
con la que es posible apreciarla), el valor estético del área 
afectada,  la  notoriedad  de  la  zona  y  su  capacidad  para 
absorber perturbaciones provocadas por la actuación; por otro 
lado  también  se  ha  tenido  en  cuenta  las  características 
estéticas del proyecto. 
 

La incidencia visual es media-baja, ya que el área donde se 
proyecta  llevar  a  cabo  la  actuación  es  visible  desde  la 
totalidad de la vía de acceso y un poco desde algún núcleo 
urbano cercano, pero no de forma continuada ya que la torre 
se plegará totalmente cuando no esté en uso y por tanto no 
será visible. 
 

El valor estético del área es bajo, ya que se encuentra en 
una zona urbanística con edificaciones en sus alrededores, 
altera  también  paisajísticamente  por  la  proliferación  de 
otras antenas próximas, lo hace bajar considerablemente la 
calidad del paisaje. 
 

La  notoriedad  es  media-baja,  puesto  que  Leceñes  no  se 
encuentra cercano a ningún referente turístico y su grado de 
ocupación es bajo a lo largo de todo el año. 
 

La capacidad del paisaje para absorber los impactos visuales 
provocados por la actuación es de grado medio, siendo muy 
sencilla la minimización del impacto mediante medidas 
correctoras.  
 

Uno de los principales factores tenidos en cuenta durante el 
diseño de la modificación de la instalación de la estación de 
radioaficionado  fue  su  capacidad  para  mimetizarse  con  el 
paisaje.  Sus  características  generales  (situación,  forma, 
color, materiales, etc.) le confieren un carácter visual poco 
agresivo  y  susceptible  de  pasar  desapercibido  una  vez  se 
hayan aplicado las medidas correctoras oportunas. 
 

Ateniendo a estas características, consideramos los impactos 
que previsiblemente se producirán sobre el paisaje durante la 
fase de ejecución de las obras (provocados por el tránsito y 
operación de la maquinaria) de media-baja magnitud. Dado que 
estos impactos visuales finalizarán cuando lo haga la fase de 
ejecución de la sobras, los consideraremos compatibles. 
 

Las propias de  la antena de radioaficionado ejercerán una 
perturbación del medio perceptual, que por las mismas razones 
anteriormente  explicadas,  será  clasificado  como  de  baja 
magnitud.  Se  hará  necesaria  la  aplicación  de  medidas 
correctoras que  minimicen el impacto visual de  la antena, 



    

 

pero que, en ningún caso podrán devolver, en su totalidad, el 
valor estético al área afectada, por lo que consideraremos 
como un impacto moderado. No obstante es destacable que tras 
la aplicación de las medidas correctoras, la magnitud del 
impacto  paisajístico  provocado  por  la  antena  disminuirá 
notablemente, quedando ésta totalmente mimetizada a la vista. 
 

La medida correctora propuesta es el uso es el uso de una 
torre telescópica que no será visible cuando se encuentre 
plegada a su mínimo ya que el montaje permitirá acercar la 
antena a nivel del suelo cuando no esté en uso.” 

 

Como valoración global de los impactos, el apartado 3.9 del 
proyecto  visado  indica:  “Tras  la  adopción  de  las  medidas 
preventivas  y  correctoras  señaladas  consideramos  el  impacto 
global de la actuación de magnitud baja-media y lo 
clasificaremos como impacto compatible”. 
 
d).- Con fecha 24/09/2018 el actor presenta ante el 
Ayuntamiento solicitud de puesta en servicio de la 
instalación. 
 
e).- Tras denuncia formulada por unos vecinos, en diciembre de 
2018  por  la  instalación  de  antena  de  radioaficionado,  la 
Consejería de Infraestructuras del Principado solicita informe 
al Ayuntamiento. En la denuncia aportan sentencia dictada por 
el JCA nº 3 de fecha 25/07/2007. 
 
f).- El Ayuntamiento de Siero informa: “Que girada visita de 
inspección el día 2 de enero de 2019 a la zona de Leceñes, 
 a petición de la TAG de Licencias para tomar las distancias 
de  la  antena  con  relación  a  los  colindantes  y  la  altura 
aproximada de la torre, se observa: 
 

- Que el centro de la base de hormigón de la torre está a la 
distancia de 10,30 m. (en el proyecto consta 9,11 m.) de la 
parcela once y a 10,40 m. (en el proyecto consta 9,40 m) de la 
parcela nueve. 
-  Que  la  torre  está  formada  por  4  tramos  de  6  m.  que  se 
encajan  y  llegan  a  una  altura  total  de  unos  18  m. 
aproximadamente. 
- Y que sobre la torre se coloca una antena horizontal de 10 
m.” (doc. nº 19 del EA). 
 
g).-  Por  la  Jefa  de  licencias  del  Ayuntamiento  se  emite 
informe de fecha 11/02/2019 en el que después de relatar que: 
“El  25  de  julio  de  2007  recayó  sentencia  favorable  a  las 
recurrentes procediendo a la anulación del acto recurrido por 
no se conforme con el ordenamiento jurídico. Se solicitó por 
las recurrentes el cumplimiento de dicha sentencia cuando fue 
declarada firme y consta en el expediente municipal 241RZ04W, 
que el Sr.  desmontó la antena de 
radioaficionado  que  tenía  instalada”,  mantiene  que:  “no  han 
cambiado  las  circunstancias  con  respecto  al  año  2007  y  por 
tanto  resulta  plenamente  aplicable  en  la  actualidad  la 



    

 

fundamentación jurídica de la sentencia que consideró ilegal 
su instalación en el año 2007, concretamente su fundamento de 
derecho sexto en el que se motiva la anulación la licencia 
concedida por considerarla contraria a derecho. Se parte en 
dicho fundamento de derecho de lo preceptuado en el artículo 
138 b) del TRLS 92 y el ajuste de la obra ejecutada al mismo, 
señalando  la  sentencia  de  forma  expresa  “llegados  a  este 
punto,  no  cabe  sino  afirmar  que  la  construcción  autorizada 
vulnera de manera flagrante lo dispuesto en el art. 138 b) del 
TRLS 92, al introducir un elemento claramente distorsionador 
del  medio  natural  en  el  que  se  asienta,  extraño  al  mismo, 
completamente artificial, y en franca colisión con todos los 
principios  que  caracterizan  un  núcleo  rural,  lo  que  debe 
llevarnos  a  la  estimación  del  recurso,  pues  la  licencia 
debería haber tomado en consideración la necesidad de que la 
instalación, de una forma y otra, se adecuase al medio, para 
evitar  una  situación  tan  perniciosa  como  la  que  se  ha 
producido” (…) debiendo por tanto el interesado en el plazo de 
2 meses proceder a su retirada, con advertencia de ejecución 
subsidiaria en caso de incumplimiento (doc. nº 20 del EA).  
 
h).- La Policía local emite informe de fecha 17/03/2025 tras 
la visita efectuada el 14/03/2025 a
comprobar si se encuentra instalada una antena, indicando que: 
“Que una vez allí, se puede ver que en la zona ajardinada de 
la finca, existe una estructura metálica retráctil y abatible 
con antena de radioaficionado, la cual, sin estar desplegada 
totalmente,  alcanza,  en  ese  momento,  aproximadamente,  unos 
ocho metros de altura. Que posteriormente, el propietario de 
esta  instalación,  indica  que  la  torre  con  antena  incluida 
alcanza una altura máxima de 18 metros. No obstante, en el 
proyecto técnico de instalación de esta Estación, se indica 
que la longitud máxima es de 24 metros, teniendo 4 secciones 
de  6  metros  cada  una.  Que  dicha  estructura  está  fijada  al 
terreno, mediante una cimentación de hormigón. (…)Que se puede 
comprobar  que  el  señor  ,  posee  Autorización  y 
Licencia de Estación Radioeléctrica de Aficionado, con 
distintivo de llamada EA1 XF, expedido por el Ministerio de 
Energía,  Turismo  y  Agenda  Digital.(…)  Que  la  estructura 
metálica  se  ubica,  con  respecto  a  las  tres  fincas  más 
próximas,  parcelas  33066A182120180000EG,  33066A182140180000EW 
y 33066A182150180000EU, a más de 10 metros de distancia. Que 
próxima a esa estructura metálica, existe, anclada al terreno, 
una antena vertical, de unos ocho metros de altura, que sitúa 
a 3.10 metros del linde de las parcelas 33066A182140180000EW y 
33066A182150180000EU” (doc. nº 39 del EA). 
 
i).- Por la Jefa de la Sección de licencias del Ayuntamiento 
de Siero se emite propuesta de resolución de fecha 18/03/2025 
haciendo constar que: “La ejecución de la sentencia (de fecha 
25/07/2007) se llevó a cabo directamente por CUOTA, constando 
comunicación de 24 de septiembre de 2010, del archivo de su 
expediente,  previa  comprobación  de  que  la  antena  se  había 
retirado.  Con  relación  al  presente  expediente,  iniciado  a 
instancia del mismo interesado, que a pesar de la sentencia 



    

 

dictada que anulaba la licencia, presenta una nueva 
declaración  responsable  para  una  instalación  de  similares 
características,  debe  señalarse  que  consta  emitido  informe 
jurídico con fecha 11 de febrero de 2019, desfavorable, por 
considerar plenamente aplicables los argumentos esgrimidos por 
el  Juez  del  Procedimiento  Contencioso-Administrativo  355/06. 
De dicho informe se dio trámite de audiencia al interesado, 
mediante escrito, constando recepción de la notificación con 
fecha 18 de febrero de 2019. No constan presentadas 
alegaciones”. Y que tras el informe de la Policía local y las 
fotografías  aportadas  “puede  afirmarse  que  nos  encontramos 
ante una instalación impactante para el medio rural en el que 
se ubica, distorsionador de su esencia y similar a aquella que 
el  interesado  tuvo  que  retirar  por  sentencia”.  Finaliza 
proponiendo  denegar  a  Don    “la  toma  de  razón  de  la 
declaración responsable de instalación de antena de 
radioaficionado  en    por  su  completa 
incompatibilidad con el medio rural en que se asienta, además 
de  por  tratarse  de  una  instalación  similar  a  la  que  el 
interesado  tuvo  que  retirar  en  ejecución  de  sentencia  y 
otorgar al interesado un plazo de dos meses para proceder a su 
completar retirada” (doc. nº 40 del EA). 
 
j).-El actor formula alegaciones en fecha 04/04/2025 alegando 
la caducidad del expediente, que la acción de denegación de la 
toma de declaración responsable ha prescrito y que la orden de 
desmontaje es nula (doc. nº 44 del EA). 
 
k).-  Con  fecha  29/09/2025  Don   presenta 
“requerimiento de actuaciones constitutivas de vía de hecho”. 
Exponiendo: Que, dentro del Expediente 24111202Q relativo a la 
instalación de una antena de radioaficionado, el Ayuntamiento 
de Siero ha dictado actuaciones administrativas extemporáneas 
y  carentes  de  cobertura  legal,  ordenando  la  retirada  de  la 
antena instalada mediante una propuesta de resolución 
desfavorable  notificada  el  24  de  marzo  de  2025.  Dichas 
actuaciones constituyen una vía de hecho administrativa, al no 
estar amparadas en un procedimiento válido, producir 
indefensión y vulnerar derechos reconocidos en la LPACA y en 
la LJCA. Y solicitando: 
 

“1. Que se ordene el cese inmediato de toda actuación material 
tendente  a  la  retirada  de  la  antena  de  radioaficionado 
instalada en 
2.  Que  se  deje  sin  efecto  la  propuesta  de  resolución 
desfavorable de 19 de marzo de 2025 por carecer de validez 
jurídica. 
3. Que se reconozca expresamente la caducidad y prescripción 
del expediente 24111202Q, declarando la nulidad”. (doc. nº 46 
del EA). 
 
 
TERCERO.-  La  Administración  demandada  y  la  parte  interesada 
solicitan la inadmisibilidad del recurso interpuesto frente a 
la propuesta de resolución de 18 de marzo de 2025, conforme a 



    

 

lo dispuesto en los artículos 69.1 c) y 25 de la LJCA alegando 
que no es una resolución definitiva ni vinculante. 
 
La  STS  nº  1336/2020,  de  15  de  octubre  de  2020  (recurso  de 
casación  309/2019),  señala  “La  jurisprudencia  de  esta  Sala 
distingue  los  actos  de  trámite  simples,  de  los  actos  de 
trámite  cualificados.  Los  primeros  son  actos  o  proveídos 
interlocutorios o de mero impulso de un procedimiento, que no 
pueden ser objeto de una impugnación autónoma e independiente 
del acto definitivo o final, que actúa como una especie de 
acto  resumen,  frente  al  que  se  deben  dirigir  todas  las 
impugnaciones. Sí son impugnables, no obstante, los actos de 
trámite cualificados (art. 25.1 LJCA), entendiendo por tales 
los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto 
determinan  la  imposibilidad  de  continuar  el  procedimiento, 
producen  indefensión  o  perjuicio  irreparable  a  derechos  o 
intereses  legítimos.  [vid.,  por  todas,  sentencia  de  14  de 
marzo de 2011 (RC 3323/2010)]”. 
 
La reciente STS de 17 de diciembre de 2025 (rec. 8387/2022) 
señala que: “En términos generales, la impugnabilidad o no de 
los actos administrativos viene determinada por la función del 
acto de que se trate en el procedimiento administrativo, en el 
que cabe diferenciar entre los actos de trámite, que tienen un 
carácter meramente preparatorio o instrumental, y la 
resolución  final,  que  decide  el  fondo  del  asunto  y  pone 
término al procedimiento. (…) En interpretación del artículo 
25.1  de  la  Ley  29/1998,  de  13  de  julio,  reguladora  de  la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), se viene 
distinguiendo  entre  actos  de  trámite  simples  y  actos  de 
trámite  cualificados.  En  efecto,  dentro  del  ámbito  de  la 
«actuación administrativa», susceptible de revisión 
jurisdiccional de forma separada y autónoma, hemos incluido, 
también, los denominados actos de trámite, siempre que reúnan 
determinadas condiciones, que son las que ahora se establecen 
en  el  inciso  final  del  artículo  25.1  LRJCA,  como  decíamos 
en nuestra sentencia de 10 de junio 2024 (Rec. 252/2022). Así, 
nos hemos referido a los actos de trámite simples, 
distinguiéndolos de los cualificados, como aquellos actos de 
ordenación del procedimiento o preparatorios de la resolución 
final, que garantizan el acierto y oportunidad de la misma, 
sin decidir sobre las cuestiones planteadas en el 
procedimiento, lo que determina que dichos actos de iniciación 
no sean impugnables separadamente. Y hemos añadido que es esta 
una  diferenciación  que  deriva  de  la  propia  estructura  del 
procedimiento, que a su vez dimana del principio de 
concentración procedimental, en virtud de la cual los actos de 
trámite no son impugnables separadamente, de modo que será al 
recurrir la resolución cuando podrán suscitarse las cuestiones 
relativas  a  la  legalidad  de  los  actos  de  trámite  (STS  nº 
1279/2025,  de  14  de  octubre,  recurso  nº  8291/2024).  .Esas 
excepciones,  cuya  concurrencia  determina  la  impugnabilidad 
separada de los actos de trámite, se contemplan en el artículo 
112.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y en el 



    

 

artículo 25 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la  Jurisdicción  Contencioso-administrativa,  y  consisten  en 
que: (i) decidan directa o indirectamente el fondo del asunto, 
(ii) determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento 
o  (iii)  produzcan  indefensión  o  perjuicio  irreparable  a 
derechos o intereses legítimos”. 
 
Continúa la STS indicando: “hemos negado la condición de acto 
de  trámite  cualificado  a  actos  meramente  instrumentales  de 
distinta  naturaleza,  como  los  siguientes:  el  informe  no 
preceptivo ni vinculante emitido por una entidad local en el 
procedimiento de revisión de tarifas de agua tramitado por un 
órgano autonómico (STS de 10 de junio 2024, rec. 252/2022), 
los actos de iniciación de los procedimientos administrativos 
restrictivos  de  derechos  o  sancionadores  (STS  de  13  de 
diciembre de 2016, Rec. 2941/2015), el acuerdo de incoación 
del expediente sancionador decide incorporar las actuaciones 
del anterior expediente sancionador que finalizó por caducidad 
(STS de 14 de octubre de 2025, rec. 8291/2024), la decisión de 
la Dirección de la Competencia de la CNMC de incorporar a un 
expediente de la información obrante en otro (STS de 15 de 
junio de 2022, rec. 3358/2020), el acuerdo del instructor de 
un  expediente  sancionador  en  materia  de  defensa  de  la 
competencia, que acuerda deducir testimonio de algunos 
documentos obrantes en el expediente con la finalidad de que 
se investigue si ciertas conductas (STS de 28 de octubre de 
2022, rec. 899/2021), la resolución administrativa por la que 
la Administración Pública concedente de la subvención lleva a 
cabo las labores de comprobación y verificación, que culminan 
en  la  liquidación  final  de  la  subvención  y  el  inicio  del 
procedimiento de reintegro (STS de 15 de febrero de 2022, rec. 
1690/2020,  que  cita  otros  precedentes),  el  requerimiento  de 
información  de  una  autoridad  autonómica  de  consumo  a  una 
entidad bancaria, con obligación de aportar determinada 
documentación (STS de 4 de junio de 2020, rec. 1228/2019), el 
acto  de  trámite  iniciador  de  un  procedimiento  para  la 
comprobación e investigación tributaria (STS de 10 de julio de 
2019, rec. 410/2018), la aprobación de un avance de 
planeamiento urbanístico (STS de 21 dic. 2017, rec. 128/2016) 
y  la  resolución  suspendiendo  el  procedimiento  sancionador  y 
dando traslado del expediente al Ministerio Fiscal por si los 
hechos fuesen delictivos (STS de 11 de noviembre de 2016, rec. 
317/2015)”. 
 
En  el  presente  caso,  se  considera  que  la  propuesta  de 
resolución es un acto de trámite cualificado, ya que decide 
directa o indirectamente el fondo del asunto, además, frente 
al  mismo  la  parte  actora  formuló  alegaciones  sin  que  el 
Ayuntamiento  hubiera  dictado  resolución  final,  por  lo  que, 
considerar que se trata de un acto no recurrible ocasionaría 
indefensión  al  demandante,  ante  la  falta  de  respuesta  del 
Ayuntamiento a sus alegaciones.  
 
Por lo dicho, no se acoge la causa de inadmisibilidad alegada 
por las partes demandada e interesadas. 



    

 

 
 
CUARTO.- Por su parte, la parte actora alega la caducidad del 
expediente  y  la  prescripción  de  la  acción  de  disciplina 
urbanística. 
 
Como indica la STS nº 293/2023, de 08 de marzo (recurso de 
casación nº 8658/2021): “Desde el punto de vista estrictamente 
jurídico-administrativo,  es  evidente  que,  si  no  existe  acto 
alguno de la Administración, tan siquiera un pretendido acto 
presunto, es indudable que no puede hablarse de una firmeza 
que requiriese acudir al procedimiento de revisión de oficio. 
Cuando existe un acto concediendo la licencia o la 
autorización,  si  dicho  acto  está  viciado  puede  acudirse  al 
procedimiento  de  revisión  de  oficio,  en  su  caso.  Pero  ese 
esquema  no  puede  aplicarse  al  régimen  de  la  declaración 
responsable porque no haya acto. 
 
En segundo lugar, porque es indudable que las potestades de 
control e inspección han de poder ejercitarse durante todo el 
tiempo  en  que  dure  el  ejercicio  de  la  actividad,  de  donde 
cabría  concluir  que,  si  en  esa  exigua  regulación  de  estos 
actos de comunicación anticipada se hace referencia conjunta 
también a las potestades de comprobación, no hay razón alguna 
para, en una mera interpretación literal del artículo 69 haya 
de  someterse  la  misma  a  un  plazo  que  nunca  impone  el 
Legislador. 
 
Pero  es  que,  además  de  los  expuesto,  no  puede  perderse  de 
vista que con estos instrumentos lo que se pretende es, a la 
vez  que  se  facilita  la  libre  prestación  de  servicios,  que 
impone  la  norma  comunitaria  y  nuestra  legislación  que  la 
traspone,  se  establezca  una  gestión  compartida  entre  la 
Administración y los ciudadanos, dando intervención a estos en 
la gestión de los servicios (el ejemplo más significativo es 
la gestión de los tributos en que es el propio ciudadano y 
obligado al pago el que ha de realizar las correspondientes 
liquidaciones), es indudable que le es exigible al ciudadano 
la  buena  fe  que  en  dichas  declaraciones  anticipadas  de  que 
cumplen  las  condiciones  que  la  normativa  impone  para  el 
ejercicio de los derechos o actividades, declaración que es la 
que esa normativa impone para hacer efectivo ese ejercicio. 
Pero precisamente por ese actuar responsable, es por lo que la 
Administración,  a  la  que  el  Legislador  impone  aceptar  la 
eficacia  de  la  simple  manifestación  del  ciudadano,  esté 
habilitada para que, en cualquier momento pueda comprobar la 
veracidad de tales manifestaciones. Es más, de esa 
comprobación se generarán los efectos que fuesen procedentes 
en cuanto a la certeza o no de lo declarado. 
 
Esas conclusiones son las que subyacen en los razonamientos 
que  se  hacen  en  nuestra  sentencia  1165/2022,  de  20  de 
septiembre, dictada en el recurso de casación 7031/2021 para 
concluir  como  doctrina  jurisprudencial  que  como  en  estos 
supuestos "no existe ya, propiamente, un procedimiento 



    

 

sometido al régimen de autorización (esto es, un procedimiento 
que  deba  iniciarse  con  una  solicitud  del  interesado  y  deba 
finalizar con una resolución favorable de la Administración), 
por haber sido sustituido normativamente por el régimen de la 
declaración responsable y la comunicación previa, lógico será 
concluir  que  existe  una  dificultad  conceptual  -más  bien, 
imposibilidad-  para  aplicar  directamente  a  la  comunicación 
previa las causas de suspensión del plazo para resolver, que 
están  previstas  para  aquellos  procedimientos”.  De  aquí  que 
proceda  dar  respuesta  a  la  concreta  cuestión  de  interés 
casacional  suscitada  señalando  que  no  cabe  aplicar  a  las 
comunicaciones previas a que se refiere el artículo 69.2 de la 
Ley  39/2015  la  causa  de  suspensión  del  plazo  máximo  para 
resolver prevista en el artículo 22.1.g) de la misma ley”. 
 
Es más, si debiera entenderse que era necesaria la actuación 
administrativa  antes  de  proceder  al  inicio  de  la  actividad 
cuando  se  someta  a  la  comunicación  previa  o  declaración 
responsable, nos encontraríamos con un régimen de 
autorización,  como  se  razona  en  el  fundamento  39  de  la 
Directiva  de  Servicios,  porque  dicha  "decisión  implícita 
derivada", equivale a una previa autorización, con los efectos 
que ello comporta. 
 
Hemos  de  concluir  de  lo  expuesto  que  las  potestades  de 
comprobación  en  una  declaración  responsable  o  comunicación 
previa,  conforme  a  la  normativa  general  en  vigor,  no  está 
sujeta  a  plazo  alguno  y  puede  realizarse  durante  todo  el 
tiempo de ejercicio del derecho o de la actividad a que se 
refieren dichos actos del ciudadano”. 
 
Conforme a esta doctrina y a la redacción del artículo 69 de 
la  Ley  39/2015,  no  cabe  apreciar  la  caducidad,  ni  la 
prescripción alegadas por la parte actora, ya que no estamos 
ante una licencia de obra sino ante una declaración 
responsable. 
 
 
QUINTO.-  Entrado  en  el  fondo  del  asunto,  hemos  de  comenzar 
señalando  que  la  Ley  19/1983,  de  16  de  noviembre,  sobre 
regulación  del  derecho  a  instalar  en  el  exterior  de  los 
inmuebles  las  antenas  de  las  estaciones  radioeléctricas  de 
aficionados indica en su Exposición de Motivos que:  
 
“Las estaciones radioeléctricas de aficionados son 
instalaciones  que  sirven  a  unas  funciones  de  instrucción 
individual  de  intercomunicación  y  de  estudios  técnicos, 
efectuados por personas debidamente autorizadas que se 
interesen  en  la  radiotécnico  con  carácter  exclusivamente 
personal y sin fines de lucro. Además de los indicados fines 
privados, estas instalaciones prestan servicios de utilidad 
pública en determinadas ocasiones, habiéndose reconocido este 
carácter de modo oficial por la colaboración que sus titulares 
prestan a las autoridades nacionales en circunstancias 
extraordinarias. Por otra parte, se trata de una actividad 



    

 

plenamente reconocida y regulada en el Reglamento de 
Radiocomunicaciones, anexo al vigente Convenio Internacional 
de  Telecomunicaciones  de  25  de  octubre  de  1973,  firmado  y 
ratificado por España mediante instrumento de 20 de marzo de 
1976 (…). Como elementos indispensables para el funcionamiento 
de las estaciones radioeléctricas de aficionados, sus 
titulares precisan instalar en el exterior de los inmuebles en 
que  ejercen  esta  actividad  las  antenas  y  sus  componentes 
complementarios, para lo que necesitan la oportuna 
autorización  de  los  propietarios,  quienes,  de  este  modo, 
vienen a condicionar la efectividad del derecho que concede la 
licencia de aficionado, válidamente expedida por la 
Administración.  A  este  fin  se  hace  necesario  promulgar  la 
norma que, respetando el derecho de los terceros usuarios del 
espectro radioeléctrico y conjugando los intereses en posible 
conflicto entre radioaficionados y propietarios de los 
inmuebles,  establezca,  con  las  garantías  suficientes,  el 
derecho  de  quienes  estén  autorizados  para  ello  a  instalar 
antenas  en  el  exterior  del  inmueble  en  el  que  posea  la 
correspondiente estación, regulando los requisitos exigidos y 
las facultades del titular del derecho de propiedad para su 
protección”. 
 
Y el posterior Real Decreto 2623/1986, de 21 de noviembre, por 
el que se regulan las instalaciones de antenas de estaciones 
radioeléctricas  de  aficionado  se  limita  a  exigir,  en  el 
artículo segundo, que “el usuario de una antena ya instalada 
de  estación  radioeléctrica  de  aficionado  deberá  conectar,  o 
actualizar,  en  su  caso,  un  seguro  que  cumpla  con  las 
condiciones y características que establezca la Ley 19/1983, 
de 16 de noviembre, y el presente Reglamento”. 
 
La  Ordenanza  municipal  reguladora  de  las  instalaciones  de 
comunicaciones  de  Siero  (BOPA  de  20/11/2020)  señala  que  la 
nueva Ley 9/2014, de 9 de mayo, de Telecomunicaciones recoge 
una simplificación administrativa de gran calado, eliminando 
licencias y autorizaciones de forma que “se puedan sustituir 
por una declaración responsable en aquellos casos en los que 
previamente el operador haya presentado ante las 
administraciones competentes un plan de despliegue y este haya 
sido aprobado, por cuanto que, en estos casos, la 
administración  competente  ya  ha  analizado  y  ponderado  los 
intereses inherentes al ejercicio de sus propias 
competencias”.  El  artículo  2.2  dispone  que  “Las  antenas  de 
radioaficionados se regirán por su normativa estatal 
reguladora, resultando únicamente aplicable la regulación que 
sobre conservación y seguridad de las instalaciones establece 
el artículo 10 de la Ordenanza”. 
 
Conforme  a  lo  expuesto,  del  examen  conjunto  de  la  prueba 
practicada se desprende que la parte actora aportó, junto a la 
declaración responsable para la instalación en su domicilio de 
un sistema radiante de estación EA1XF, un proyecto técnico de 
la ingeniera técnica de Telecomunicaciones Sra. 
fechado en septiembre de 2016 y visado por el Colegio en fecha 



    

 

20/12/2026, en el que tras realizar una evaluación preliminar 
del impacto ambiental (EPIA) desde varias aspectos (impactos 
sobre  la  atmósfera,  las  aguas,  el  suelo,  las  comunidades 
biológicas y los equilibrios ecológicos, sobre el paisaje y 
las afecciones al patrimonial cultural), concluye que se trata 
de un uso compatible. 
 
Presentado  este  informe  el  Ayuntamiento  no  opuso  ninguna 
objeción y posteriormente, tras la denuncia de los vecinos, 
gira visita a la zona, emite informe basado en la sentencia 
dictada por el JCA nº 3 de Oviedo de fecha 25 de julio de 2007 
y, posteriormente dicta la propuesta de resolución objeto de 
este procedimiento, proponiendo la retirada de la instalación. 
Ni en el informe de la Jefa de licencias del Ayuntamiento de 
fecha  11/02/2019,  ni  en  la  propuesta  de  resolución  de 
18/03/2025 se alude a que la obra realizada no se ajuste a los 
datos indicados en la declaración responsable, ni al informe 
aportado donde se estudia el impacto ambiental de la 
instalación de la antena, limitándose a alegar “su completa 
incompatibilidad con el medio rural en que se asienta, además 
de  por  tratarse  de  una  instalación  similar  a  la  que  el 
interesado tuvo que retirar en ejecución de sentencia”. No se 
fundamenta esa “incompatibilidad con el medio rural”, ni se 
combaten  las  conclusiones  alcanzadas  por  el  técnico  en  la 
evaluación de impacto ambiental, por lo que se concluye que se 
trata  de  una  opinión,  con  insuficiente  fundamento,  sin 
cobertura legal y que coloca al demandante en una situación de 
indefensión, lo que conduce a estimar su anulabilidad conforme 
a lo dispuesto en el artículo 48.2 de la Ley 39/2015, tanto en 
lo  relativo  a  denegar  la  toma  de  razón  de  la  declaración 
responsable de instalación de antena de radioaficionado, como 
en cuanto a la propuesta de ordenar su retirada. 
 
 
SEXTO.- Por último, la parte actora solicita que se declare 
existencia de una vía de hecho administrativa consistente en 
la orden de desmontaje de la antena de radioaficionado de mi 
mandante insertada en dicha Propuesta de resolución de 18 de 
marzo de 2025 del Ayuntamiento de Siero y que se reconozca su 
derecho  a  conservar  y  no  tener  que  desmantelar  la  actual 
antena de radioaficionado declarada responsable en el 
expediente  24111202Q  -salvo  que  lo  fuera  por  circunstancias 
ajenas a lo aquí ventilado- ordenando al Ayuntamiento de Siero 
el  cese  inmediato  de  la  aludida  vía  de  hecho  y  de  toda 
actuación material u orden de ejecución relativa a la retirada 
de la antena de radioaficionado instalada no resulta 
procedentes.  
 
Ambas peticiones deben ser desestimadas. En primer lugar, no 
se acredita la existencia de una vía de hecho en la actuación 
del Ayuntamiento demandado, dado que ni siquiera ha dictado 
una resolución expresa final obligando al actor a la retirada 
de la instalación. 



    

 

 
Como indica la STS de 6 de mayo de 2016 (rec. 3615/2014), con 
cita de otros precedentes: “El concepto de vía de hecho es una 
construcción  del  Derecho  Administrativo  francés  que  desde 
lejos  viene  distinguiendo  dos  modalidades,  según  que  la 
Administración haya usado un poder del que legalmente carece o 
lo haya hecho sin observar el procedimiento establecido por la 
norma que le haya atribuido ese poder o potestad”. 
 
El artículo 30 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-administrativa regula la vía de 
hecho  como  una  manifestación  de  la  actuación  administrativa 
objeto  de  control  de  legalidad,  vía  de  hecho  que  supone, 
conforme ha manifestado el Tribunal Supremo de forma reiterada 
-por todas la de 18 de octubre de 2000-, aquella actuación 
administrativa no amparada procedimentalmente o que se excede 
del  procedimiento  administrativo  que  le  sirvió  de  soporte. 
Como  concreta  el  Tribunal  Constitucional  en  su  sentencia 
160/1991 de 18 de julio, se puede definir la vía de hecho como 
aquella  constituida  por  una  pura  actuación  material  no 
amparada siquiera aparentemente por una cobertura jurídica. 
 
Al objeto de determinar si existe vía de hecho en el presente 
procedimiento, se ha de comenzar por analizar los requisitos 
que, como doctrina general, se requieren para que prospere la 
vía  de  hecho,  para  lo  que  se  exige  la  existencia  de  una 
actuación  de  la  Administración  o  carente  de  la  necesaria 
potestad  para  su  ejercicio  -con  origen  en  la  doctrina  del 
Consejo de Estado Francés-, o cuando se ejercita la misma al 
margen  de  todo  procedimiento.  La  Administración  debe  haber 
actuado sin la adopción del previo acto o título que le sirva 
de fundamento, según se desprende del artículo 97 de la Ley 
39/2015. Por ello hay que descartar que nos encontremos ante 
la  vía  de  hecho  en  todos  aquellos  casos  de  existencia  de 
cualquier vicio procedimental o de falta de competencia del 
órgano,  incluso  los  de  nulidad  de  pleno  derecho,  pues 
cualquier  infracción  jurídica  determinante  de  nulidad  o  de 
anulabilidad  no  puede  equivaler  a  la  ausencia  de  la  mínima 
cobertura jurídica que es exigida para reputar existente la 
vía  de  hecho,  debiendo  pues  tratarse,  se  insiste,  de  los 
supuestos más graves de actuación material total y 
absolutamente  al  margen  de  la  competencia  del  órgano  y 
prescindiendo de todo procedimiento en que amparar la 
actuación. 
 
El artículo 30 de la LJCA dispone que: “En caso de vía de 
hecho,  el  interesado  podrá  formular  requerimiento  a  la 
Administración  actuante,  intimando  su  cesación.  Si  dicha 
intimación  no  hubiere  sido  formulada  o  no  fuere  atendida 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  a  la  presentación  del 
requerimiento, podrá deducir directamente recurso contencioso-
administrativo”.  
 



    

 

Y el artículo 46.3 del mismo texto legal establece: “Si el 
recurso  contencioso-administrativo  se  dirigiera  contra  una 
actuación en vía de hecho, el plazo para interponer el recurso 
será  de  diez  días  a  contar  desde  el  día  siguiente  a  la 
terminación  del  plazo  establecido  en  el  artículo  30.  Si  no 
hubiere requerimiento, el plazo será de veinte días desde el 
día en que se inició  la actuación administrativa en vía de 
hecho.” 
 
Conforme a lo expuesto, no estamos ante una vía de hecho de la 
Administración,  dado  que  no  existe  una  resolución  final 
expresa que ordene el desmontaje de la antena colocada por el 
actor y en todo caso, la propuesta de resolución objeto de 
recurso se remite a una sentencia anterior que había declarado 
la nulidad de la licencia para la construcción de una base de 
hormigón,  torre  metálica  para  antenas  y  la  propia  antena. 
Además, presentado escrito al Ayuntamiento solicitando el cese 
de la vía de hecho en fecha 29/09/2025, el recurso contencioso 
interpuesto en fecha 22/10/ 2025 estaría fuera del plazo de 
diez días que exige el citado artículo 30 de la LJCA. 
 
Y, en cuanto a la petición del actor consistente en que “se 
reconozca su derecho a conservar y no tener que desmantelar la 
actual antena de radioaficionado declarada responsable en el 
expediente  24111202Q  -salvo  que  lo  fuera  por  circunstancias 
ajenas a lo aquí ventilado- ordenando al Ayuntamiento de Siero 
el  cese  inmediato  de  la  aludida  vía  de  hecho  y  de  toda 
actuación material u orden de ejecución relativa a la retirada 
de la antena de radioaficionado instalada no resulta 
procedentes”  ,  no  procede,  dado  que  al  tratarse  de  una 
actividad permanente en el tiempo, la Administración conserva 
su capacidad de función y control. 
 
 
SÉPTIMO.-  Atendiendo a estimación parcial de la demanda, de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del 
artículo 139.1 de la Ley 29/98, no procede la imposición de 
las costas causadas. 
 
Vistos los preceptos legales señalados y los demás de general 
y pertinente aplicación, 
 
 

FALLO 
 
 
Que, estimando parcialmente el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por la representación de Don 
, contra la propuesta de resolución de fecha 
18  de  marzo  de  2025  dictada  por  el  jefe  de  la  Sección  de 
licencias  del  Ayuntamiento  de  Siero  en  la  que  se  acuerda 
denegar al actor la toma de razón de declaración responsable 
de la instalación de antena de radioaficionado en 
 (Expediente nº24111202Q) y contra la 



    

 

desestimación  presunta  del  requerimiento  de  vía  de  hecho 
formulado al Ayuntamiento de Siero, en fecha 29 de septiembre 
de 2025, se acuerda: 
 
1º.- Declarar la anulabilidad de la propuesta de resolución 
de fecha 18 de marzo de 2025, al estimarla no ajustada a 
derecho. 
 
2º.- No procede la imposición de las costas causadas. 

 
 
Notifíquese esta resolución a las partes haciéndoles saber que 
frente a la misma cabe interponer RECURSO DE APELACIÓN en el 
plazo de los QUINCE DÍAS siguientes al de su notificación ante 
la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Asturias. 
 
Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 
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